
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIANº 25 DE VALENCIA 

N.I.G. :46250-42-1-2024-0004260 
Procedimiento: Procedimiento Ordinario (Cont t • - 249 1 5) ra acion - . . 
[OR5] - 888248/2824-4 

De: Diña. 
Procurador/a Sr/a. 
Contra: D/ña. UNICAJA BANCO SA 
Procurador/a Sr/a. 

SENTENCIANº 1184/2024 

En Valencia, a 6 de noviembre de 2024. 

Vistos por mí, 
Juzgado de Primera Instancia nº 
iniciado a instancia de 

Magistrado en funciones de refuerzo del 
25 de Valencia, los autos de Procedimiento de Ordinario, 

representada por el Procurador 
y asisüdo por el Letrado D. Miguel Pardo de Vera; contra la 

entidad UNICAJA BANCO, S.A., representada por el Procurador•■■■■■■■■•Y 
asistida por el Letrado 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Por turno de reparto correspondió a este Juzgado demanda de juicio ordinario 
interpuesta por el Procurador de la parte actora, basándose en los hechos qne constan en la misma 
y después de alegar los fundaroentos que estimó de aplicación, terminó solicitando que previos 
los trámites legales, se dictase sentencia en el sentido establecido en el suplico de su demanda. 

SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda se emplazó a la demandada para que en el término 
de veinte días, se personase y la contestase, lo cual verificó, en el sentido que consta en las 
actuaciones. 

TERCERO.- Se convocó a las partes a la audiencia previa, se comprobó que subsiste el litigio, 
por lo que se abrió el periodo de proposición de prueba en base al artículo 429 de la LEC. Por la 
demandante y demandada se propuso la prueba documental, dando por reproducida la 
acompañada a sus respectivos escritos. Una vez admitidas las pruebas pertinentes, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 429.8 LEC, quedó el juicio concluso para dictar 
sentencia. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- Con la demanda rectora de estos autos, interesa primeramente la parte demandante 
frente a la entidad demandada que se declare la nulidad de la cláusula de gastos e intereses 
moratorios de las estipulaciones financieras de la escrinrra pública otorgada en fecha 7 de 
octubre de 2009 (documento 1), por ser de naturaleza abusiva, establecida sin negociación y que 
causa un desequilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes. 

Y todo ello en base a lo dispuesto en el art. 83 y 89.3 de la Ley General de Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, en relación con art. 5, 7 y 8.2 de la Ley de Condiciones Generales de 
la Contratación, y a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

La parte demandada, en la contestación a la demanda y en el acto de la audiencia previa, 
se allanó íntegramente a estas pretensiones, sin perjuicio de la prescripción de la acción 
restitutoria. 

SEGUNDO.- En lo que se refiere a la naturaleza juridica de la cláusula de intereses moratorias y 
de atribución de gastos, al control al que pueden ser sometidas y al análisis del carácter abusivo, 
atendido el contenido del escrito de contestación a la demanda, en el sentido de que se allanaba a 
la declaración de nulidad de dicha cláusula, cabe traer a colación el artículo 21 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, conforme al cual: 

"l. Cuando el demandado se allane a todas las pretensiones del actor, el tribunal dictará 
sentencia condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste, pero si el allanamiento se hiciera 
en fraude de ley o supusiera renuncia contra el interés general o perjuicio de tercero, se dictará 
auto rechazándolo y seguirá el proceso adelante. 

2. Cuando se trate de un allanamiento parcial el tribunal, a instancia del demandante, podrá 
dictar de inmediato auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto de dicho 
allanamiento. Para ello será necesario que, por la naturaleza de dichas pretensiones, sea posible 
un pronunciamiento separado que no prejuzgue las restantes cuestiones no allanadas, respecto 
de las cuales continuará el proceso. Este auto será ejecutable conforme a lo establecido en 
los artículos 517 y siguientes de esta Ley." 

En este caso, nada impide acoger el allanamiento de la entidad bancaria en Jo relativo a la 
declaración de nulidad de la cláusula de intereses moratorias y de gastos, al no concurrir ninguna 
de las circunstancias previstas en el citado precepto. 

TERCERO.- Sobre la prescripción de la acción restitutoria alegada por la demandada, debe 
desestimarse tal excepción. La Sentencia del TJUE de 25 de enero de 2024, resolviendo las 
cuestiones prejudiciales acumuladas C-810/2021 y C-813/2021, que dice "que se oponen a 
una interpretación jurisprudencia/ del Derecho nacional según la cual, a raíz de la anulación de 
una cláusula contracru.al abusiva por la que se imponen al consumidor los gastos de 
formalización de un contrato de préstamo hipotecario, la acción restitutoria relativa a tales 



gastos está sujeta a un plazo de prescripción de diez años a contar desde que la referida 
cláusula agota sus efectos con la realización del último pago de dichos gastos, sin que se 
considere pertinente a estos efectos que ese consumidor conozca la valoración jurídica de esos 
hechos. La compatibilidad de las normas por las que se rige un plazo de prescripción con las 
citadas disposiciones debe apreciarse teniendo en cuento el conjunto de esas normas." 

También añade esta Sentencia del TJUE "que se opone a una interpretación 
jurisprudencia/ del Derecho nacional según la cual, para determinar el inicio del cómputo del 
plazo de prescripción de la acción que puede ejercitar el consumidor para obtener la restitución 
de las cantidades pagadas indebidamente con arreglo a una cláusula contractual abusiva, puede 
considerarse que la existencia de una jurisprudencia nacional consolidada sobre la nulidad de 
cláusulas similares constituye una prueba de que se cumple el requisito relativo al 
conocimiento, por el consumidor de que se tra~, del carácter abusivo de esa cláusula y de las 
consecuencias jurídicas que se derivan de ella" 

Pero también las Sentencias de 25 de abril de 2024 (asuntos C-484/2021 y C-
561/2021), de las que se pueden extractar: "el plazo de prescripción de una acción de 
restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de una cláusula contractual cuyo 
carácter abusivo se ha declarado por resolución judicial firme dictada con posterioridad al pago 
de tales gastos comience a correr en la fecha en que esa resolución haya adquirido firmeza, 
sin perjuicio de la facultad del profesional de probar que ese consumidor tenía o podía 
razonablemente tener conocimiento del carácter abusivo de la cláusula en cuestión antes de 
dictarse dicha resolución". 

También qne "se oponen a que el plazo de prescripción de una acción de restitución 
de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de una cláusula de un contrato celebrado con 
un profesional cuyo carácter abusivo se ha declarado por resolución judicial firme dictada con 
posterioridad al pago de tales gastos comience a correr en la fecha, anterior, en la que el 
tribunal supremo nacional dictó, en otros asuntos, una serie de sentencias eu las que declaró 
abusivas ciertas cláusulas tipo que se corresponden con la cláusula en cuestión de ese contrato". 

Y en el mismo sentido, con relación a las resoluciones del TJUE: "se oponen a que el 
plazo de prescripción de una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado en 
virtud de una cláusula de un contrato celebrado con un profesional cuyo carácter abusivo se ha 
declarado por resolución judicial firme comience a correr en la fecha de determinadas sentencias 
del Tribunal de Justicia que confirmaron que, en principio, los plazos de prescripción para las 
acciones de restitución son conformes con el Derecho de la Unión, siempre que respeten los 
principios de equivalencia y de efectividad". 

Y tampoco puede ser la fecha del pago: "se oponen a que el plazo de prescripción de 
una acción de restitución de gastos que el consumidor ha abonado, en el momento de la 
celebración de un contrato con un profesional, en virtud de una cláusula contractual cuyo carácter 
abusivo se ha declarado por resolución judicial firme dictada con posterioridad al pago de esos 
gastos comience a correr en la fecha de ese pago , con independencia de si ese consumidor tenía o 
podía razonablemente tener conocimiento del carácter abusivo de esa cláusula desde el momento 
de dicho pago, o antes de que por esa resolución se declarara la nulidad de dicha cláusula". 



Así, siguiendo la doctrina emanada de la Sentencia de Pleno de la Sala Primera del TS 
857/2024, de 14 de junio de 2024, no habiéndose acreditado por el profesional que el consumidor 
ruviera un conocimiento previo de la abusividad de las cláusulas, el plazo de prescripción 
empezará a contar en el de la firmeza de la declaración de nulidad de la concreta cláusula. 

CUARTO.- Descartada la prescripción de la acción resarcitoria, y declarada la nulidad de las 
cláusnlas, se ha de estar a lo dispuesto en el artículo 83 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, a tenor del cual "las cláusulas 
abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas" 

Al respecto se ha pronunciado el Tribunal Supremo en SS de fecha 23 de enero de 2019, 
"No obstante, como el art. 6.1 de la Directiva 93/13 exige el restablecimiento de la siruación de 
hecho y de Derecho en la que se encontraría el consumidor de no haber existido dicha cláusula, 
debe imponerse a la entidad prestamista el pago al consumidor de las cantidades, o parte de ellas, 
que le hubiera correspondido pagar de no haber mediado la estipulación abusiva. En palabras de 
las sentencias 147/2018 y 148/2018, de 15 de marzo, anulada la condición general, debe 
acordarse que el profesional retribuya al consumidor por las cantidades indebidamente 
abonadas.". 

De igual modo en las indicadas resoluciones el Alto Tribunal ha determinado los criterios 
para la distribución de los gastos e impuestos de la operación, estableciendo para los aranceles 
notariales el criterio de: "es razonable distribuir por mitad el pago de los gastos que genera su 
otorgamiento"; aranceles de registro: "en cuanto a los aranceles registrales, cuyo pago 
corresponde por completo al prestamista"; gastos de gestoría y gasto de tasación, tras la sentencia 
del TJUE de 16 de julio de 2020, declarada la nulidad de la cláusula y no existiendo norma 
nacional que prevea la asignación de dicho gasto, no cabe modular el alcance anulatorio de la 
mencionada cláusula. 

En el presente caso, procede la condena a los siguientes importes: Notaria (50%) 245,96 
€; Registro 236,02 €; Gestoría 377 €. Los mismos no fueron discutidos y existe suficiente 
acreditación. 

Por otra parte, a las cantidades a que se refiere la condena se les añadirá el interés legal 
desde su pago por el consumidor, siguiendo el criterio sentado por la Sección 9ª de la AP de 
Valencia, entre otras, en la Sentencia núm. 251/2019 de 28 febrero, en la que se contienen los 
siguientes razonamientos: 

"La parte demandada impugna el pronunciamiento de la sentencia que impone los 
intereses legales desde la fecha del pago, considerando que se debe condenar a la entidad al 
abono de los gastos desde la fecha la interpelación judicial. 

Esta cuestión ha sido resuelta por esta Sala en la Sentencia de 31 de enero de 2018 (rollo 
148712017), afirmando: 

"El último punto es el del devengo del interés legal que el Juez aplica desde el momento 
del abono de la cantidad por el actor; por mor del criterio jurisprudencial del Jribunal Supremo 
en la sentencianº 166/2017 de 27/3/2017, en aplicación del artículo 1303 del Código Civil 
(LEG 1889, 27). 



El recurrente afirma que no es de aplicación el artículo 1303 del Código Civil , por no 
haber recibido las cantidades que ahora se le exigen sino que fueron abonadas a terceros que no 
intervienen en el procedimiento, estimando que el mismo sería desde la interpelación judicial y 
con la aplicación del artículo 576 de la Ley Enjuiciamiento Civil. 

La solución a tal cuestión no resulta sencilla desde el punto de vista técnico jurídico. 
En primer lugar, estamos reglando las consecuencias de una cláusula que es nula por 

abusiva y el artículo 1 O bis.2 determinó la sanción de nulidad pero sin mayor explicitación en lo 
que ahora afecta. Tampoco ha sido explicitado en el actual TR- LGDCU (RCL 2007, 2164y RCL 
2008, 372). 

El artículo 1303 del Código Civil regla los efectos de la nulidad de los contratos y en el 
presente caso no estamos en tal campo, porque lo que se anula es un pacto accesorio del negocio 
jurídico y la sentencia en que se apoya el juzgador del Tribunal Supremo está enjuiciando un 
supuesto de nulidad total del contrato por vicio en el consentimiento, ámbito de aplicación 
igualmente diverso al presente. 

Como ya esta Sala se pronunció en la sentencia de 21/11/2017 (R.918/2017) el dato de 
que los gastos que ahora se piden ser reembolsados por el prestatario fuesen por conceptos que 
fueron a parar a manos de terceros, no excluye que nos encontremos ante una situación de 
enriquecimiento injusto o como bien dice la parte recurrente de un pago indebido, pues 
precisamente los conceptos y cantidades que se han reintegrado debieron ser a cargo y pagadas 
por la entidad bancaria que obviamente se enriquece al no haberlos hecho efectivo con su 
patrimonio y hacerlo otro que no era el obligado. 

Precisamente el artículo 1896 del Código Civil impone que la devolución de la cosa 
indebidamente cobrada, debe intereses legales cuando son capitales, siempre que se haya 
actuado con mala fe y al caso es exigencia propia de la calificación de la cláusula abusiva que el 
predisponente no ha actuado con arreglo a parámetros de la buena fe (lo que no es significativo 
de forma automática a la mala fe). 

Pero la Sala debe poner de manifiesto que si el fundamento reiterado en la revisión y 
aplicación de las cláusulas abusivas, tal como reitera el T JUE en numerosas resoluciones es el 
re-equilibrio contractual y la reposición al consumidor al estado inicial dejando de aplicar tal 
cláusula, debe concluirse que el consumidor no puede salir perjudicado por su aplicación y por 
tanto el interés legal debe jugar desde que fue abonada tal cantidad, so pena de no reponer al 
mismo a dicha situación y protección, pues si percibe tiempo después la misma cantidad 
dineraria, a pesar de la depreciación monetaria, no resulta repuesto sino perjudicado. 

Por ende se confirma el momento del devengo del interés legal." 

QUINTO.- En materia de costas, procede su imposición a la demandada, en aplicación del 
artículo 394 LEC. 

El Tribunal Constitucional en Sentencia 96/2023, de 25 de septiembre de 2023, consideró 
de aplicación la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) al señalar el 
deber de los Estados de proporcionar medios adecuados y eficaces para que cese el uso de 
cláusulas abusivas, preceptos que han sido interpretados por el TnJE, destacando las SSTWE de 
16 de julio de 2020, asuntos acumulados CY y Caixabank, SA; y LG y Banco Bilbao Vizcaya 
Argentaría SA; C-224/19 y C-259/19, y de 7 de abril de 2022, asunto EL, TP y Caixabank, SA. 

En estas sentencias se dice que es incompatible con el principio de efectividad de la citada 



Directiva un régimen que permita que el consumidor cargue con una parte de las costas 
procesales de un procedimiento en el que se haya estimado la pretensión principal sobre el 
carácter abusivo de una cláusula contractual, dado que tal régimen crea un obstáculo significativo 
que puede disuadir a los consumidores de ejercer el derecho, conferido por la citada directiva, a 
un control efectivo del carácter potencialmente abusivo de cláusulas contractuales, perspectiva 
que ha sido asumida por la STC 156/2021, de 6 de septiembre. 

En la misma igualmente destacó que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en las • 
sentencias 419/2017, de 4 de julio, y 472/2020, de 17 de julio, también ha excluido, de forma 
específica, que en los litigios sobre cláusulas abusivas en los que la demanda del consumidor 
resulte estimada, pueda aplicarse la excepción al principio de vencimiento objetivo en materia de 
costas basada en la existencia de serias dudas de derecho. Porque de aplicarse dicha excepción no 
se restablecería la situación de hecho y de derecho del consumidor que se habría dado si no 
hubiera existido dicha cláusula y se produciría un efecto disuasorio inverso, pues no se disuadiría 
a los bancos de incluir las cláusulas abnsivas en los préstamos hipotecarios, sino a los 
consumidores de promover litigios por cantidades moderadas. 

Así, la Sala Primera del TC concluyó que se había vulnerado el derecho de la demandante 
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), al imponer parte de las costas al 
demandante que había obtenido la nulidad de alguna de las cláusulas de un contrato en el que 
participa un consumidor. En la práctica ello impone que, incluso en caso de estimación parcial o 
allanamiento, sea la entidad financiera la obligada al pago de las costas. 

FALLO 

ESTIMAR la demanda interpuesta por 
UNICAJA BANCO, S.A., y, en consecuencia: 

frente a 

1) DECLARO NULAS la cláusula relativa a la imposición de los gastos a cargo del prestatario y 
la de intereses moratorias, contenidas en la escritura de fecha 7 de octubre de 2009 y, 

1) CONDENO a la entidad demandada a restituir a la actora la cantidad indebidamente pagada 
de: Notaría (50%) 245,96 €; Registro 236,02 €; Gestoría 377 €; más intereses legales desde su 
pago y los intereses de mora procesal del art. 576 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, desde el 
dictado de la presente resolución. 

2) Con imposición de costas a la demandada. 

MODO DE IMPUGNACIÓN: recurso de apelación en el plazo de veinte días, desde la 
notificación de esta resolución, ante este tribunal. 
INFORMACION SOBRE EL DEPÓSITO PARA RECURRIR 
De conformidad con la O.A. 15' de la LOPJ, para que sea admitido a trámite el recurso de 
apelación contra esta resolución deberá constituir un depósito de 50 €, que le será devuelto sólo 
en el caso de que el recurso sea estimado. 



El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el Banco SANTANDER, en la 
cuenta correspondiente a este expediente (JJJJ 0000 CC EEEE AA) indicando, en el campo 
"concepto" el código "02 Civil-Apelación" y la fecha de la resolución recurrida con el formato 
DD/MM/ AAAA En el caso de realizar el ingreso mediante transferencia bancaria, tras completar 
el Código de Cuenta Corriente (CCC, 20 dígitos), se indicará en el campo "concepto" el número 
de cuenta el código y la fecha que en la forma expuesta en el párrafo anterior. 

En ningún caso se admitirá una consignación por importe diferente al indicado. En el caso de que 
deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, 
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase. Están exceptuados de la 
obligación de constituir el depósito quienes tengan reconocido el derecho a litigar gratuitamente, 
el Ministerio FiscaL Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales y organismos 
autónomos dependientes de los tres anteriores. 

Así por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia por el Magistrado Juez que 
la dictó, estando el mismo celebrando audiencia pública en el mismo día de la fecha, de lo que 
yo, la Letrada de la Administración de Justicia, doy fe. 


